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RESUMEN  

 

La propiedad es un reconocido derecho real que tiene toda persona, sin 

embargo, la norma Constitucional establece una sanción a quien ha adquirido 

bienes mediante enriquecimiento ilícito, en perjuicio de la sociedad, el tesoro 

público, o cuando se ha obtenido con grave deterioro de la moral social. 

 

Ese derecho apareja unas cargas y obligaciones relacionadas con la función 

social y ecológica que debe cumplir la propiedad privada (Const. Pol., 1991, 

art. 58), de suerte que no basta que el propietario haya adquirido ese derecho 

con justo título, sino que, además, tiene la obligación de velar porque dicha 

posesión cumpla con el propósito social y ecológico, pues de lo contrario 

sufrirá las consecuencias que conllevan el incumplimiento de esa función, 

dentro de la Ley 1708 de 2014, facultando a la Fiscalía General de la Nación 

                                                        
1 Este Artículo corresponde al trabajo de Investigación El principio de buena fe en el proceso 
de extinción del derecho de dominio, desarrollada al interior del grupo de Especialización 
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2 Abogada egresada de la Universidad Cesmag de Pasto. Estudiante de la Especialización en 
Derecho Procesal, Probatorio y Oralidad de la Universidad Libre, Seccional Pereira. Contacto: 
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Derecho Procesal, Probatorio y Oralidad de la Universidad Libre, Seccional Pereira. Contacto: 
dcasesoriajuridica@gmail.com  
 
4 Abogada egresada de la Universidad Cesmag de Pasto. Estudiante de la Especialización en 
Derecho Procesal, Probatorio y Oralidad de la Universidad Libre, Seccional Pereira. Contacto: 
Mayerly.guanchaj@fiscalia.gov.co  
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para poner en movimiento el aparato judicial y someter la propiedad a un 

trámite extintivo, el cual tiene como finalidad la declaratoria de titularidad en 

favor del Estado mediante sentencia, sin contraprestación, ni compensación 

de naturaleza alguna.  

 

Por lo anterior, es importante estudiar el principio de buena fe y su aplicación 

dentro del proceso de extinción del derecho de dominio, pretendiendo 

demostrar la relevancia que tienen los medios probatorios, y con ello lograr 

demostrar la condición de terceros de buena fe, exentos de toda culpa y 

ajenos a la acción penal. 

  

Ahora bien, el acceso a la justicia y el debido proceso que concurre en 

cualquier litigio son contundentes para lograr la certeza de que los operadores 

judiciales garanticen los derechos que les asisten a las partes involucradas, 

logrando efectivizar y proteger los valores superiores de la justicia, equidad y 

seguridad jurídica.  

 

Palabras clave  

 

Afectado, medidas cautelares, extinción del derecho de dominio, principio de 

buena fe, terceros de buena fe.  

 

ABSTRACT  

 

Property is a recognized real right that every person has, however, the 

Constitutional norm establishes a sanction for those who have acquired 

property through illicit enrichment, to the detriment of society, the public 

treasury or when it has been obtained with serious deterioration of social 

morality. 
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This right entails burdens and obligations related to the social and ecological 

function that private property must fulfill (Art. 58 of the Constitution). Therefore, 

it is not enough that the owner has acquired that right with a fair title, but he 

also has the obligation to ensure that such possession complies with the social 

and ecological purpose, otherwise he will suffer the consequences that entail 

the breach of that function, empowering the Attorney General's Office to set in 

motion the judicial apparatus and submit the property to an extinctive process, 

which has as its purpose the declaration of ownership in favor of the State, by 

judgment, without consideration or compensation of any nature.  

 

Therefore, it is important to study the principle of good faith and its application 

within the process of Extinction of the Right of Dominion, aiming to 

demonstrate the relevance of the evidentiary means, and with it to demonstrate 

the condition of third parties in good faith, exempt from any fault and alien to 

the criminal action. 

 

Now then, the access to justice and the due process that concur in any 

litigation, are decisive to achieve the certainty that the judicial operators 

guarantee the rights of the parties involved, making effective and protecting 

the superior values of justice, equity and legal certainty.  

 

Keywords  

 

Affected, precautionary measures, extinction of the right of ownership, 

principle of good faith, third parties in good faith. 

 

 

INTRODUCCIÓN 

 

En el contexto colombiano es notoria la presencia de grupos al margen de la 

ley que se dedican a actividades ilícitas y, junto con otros actores, se evidencia 
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desde hace muchos años que existen problemas crecientes difíciles de 

controlar y erradicar, por lo que el Estado requiere regular legislativamente el 

actuar contrario a la ley, medida necesaria para mantener el orden y 

convivencia en armonía al interior de la sociedad, por lo que, para 

contrarrestar el actuar ilegítimo, se han creado herramientas jurídicas para 

responsabilizar a los intervinientes ante las autoridades, y una de ellas es el 

proceso de extinción de dominio, mismo que recae sobre el patrimonio 

adquirido de forma indebida.  

 

La figura de extinción de dominio hace relación netamente a los bienes y el 

patrimonio, constituyéndose en una acción de carácter real, siendo en nuestra 

legislación colombiana un proceso que se desarrolla de forma autónoma e 

independiente de cualquier procedimiento judicial. En el presente escrito se 

pretende esbozar que, al interior del proceso de extinción de dominio, pueden 

existir personas que se denominan terceros de buena fe exentos de culpa, 

calidad que denota que estas personas no tienen relación alguna con 

actividades por fuera de la ley, y por lo tanto es desmedido que sus bienes 

sean vinculados en un proceso y, más grave aún, que sean retirados de su 

propiedad. 

 

En esta investigación se pretende exponer dos contextos importantes al 

interior del proceso de extinción de dominio: el primero es que dicho proceso 

debe respetar las garantías judiciales y el debido proceso que le asisten a los 

terceros de buena fe, y el segundo se remite a la implementación del principio 

de buena fe como presunción de dichos terceros, refiriéndose a que son 

ajenos en cuanto a la comisión ilícita ocasionada por otros actores penales. 

 

Además, se expondrá cómo se desarrolla el proceso de extinción de dominio 

cuando se vincula a un afectado, y la manera como este podrá defenderse 

aplicando el principio de buena fe, y demostrando con elementos materiales 

probatorios suficientes la exención de culpa del tercero. 
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Así mismo, la política criminal del Estado se enfoca en la recuperación de 

activos derivados de conductas contrarias a la ley penal, por lo que la extinción 

de dominio es una figura sancionatoria por medio de la cual, quien despliega 

una conducta ilícita o participa en ella, es objeto de pérdida de titularidad de 

aquellos bienes que integran su patrimonio, siempre y cuando dichos haberes 

tengan relación con el delito. 

 

Finalmente, es necesario tener en cuenta que se pueden presentar actos 

comerciales jurídicamente relevantes, anteriores al inicio del proceso de 

extinción de dominio, tales como arrendamiento, prenda, anticresis, etc., 

contratos de naturaleza civil o comercial, los cuales serán determinantes para 

optar por una defensa técnica en el proceso. 

 

1. METODOLOGÍA  

 

El método empleado en este artículo investigativo es el cualitativo, cuyo 

propósito es analizar la aplicación del debido proceso y las garantías judiciales 

en relación, máxime del principio de buena fe y el ejercicio del derecho de 

defensa que le asiste a las personas que ostentan esta calidad, y quienes se 

constituyen como terceros exentos de toda culpa. Se utilizará una 

investigación básica por medio de la cual se hará un estudio detallado de la 

regulación en el ordenamiento jurídico en Colombia, y la jurisprudencia 

existente.  

 

Finalmente, el tipo de investigación que se empleará es el método explorativo, 

teniendo en cuenta que el problema planteado ha sido poco estudiado y 

desarrollado por los teóricos y juristas que manejan esta área del derecho, y 

no se ha logrado determinar los medios probatorios que son válidos e idóneos 

para demostrar la calidad de terceros de buena fe dentro del proceso extintivo.  
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2. PLANTEAMIENTO  

 

¿Cómo se aplica el principio de buena fe en el proceso de extinción del 

derecho de dominio en relación con un tercero afectado en Colombia?  

 

Se acude al principio de buena fe dada su relevancia y la estrecha relación 

con el tema de extinción del derecho de dominio, por tanto, es fehaciente la 

necesidad de implementar nuevas investigaciones que permitan dar a conocer 

la aplicabilidad de este principio, así como el ejercicio de defensa al interior de 

un proceso de extinción. Es menester señalar que los bienes sujetos al 

proceso de extinción de dominio son afectados con medidas cautelares, de 

ahí que sea importante que sobre el trámite se apliquen las garantías 

judiciales, que constituyen el eje fundamental en el desarrollo de cualquier 

actuación judicial, salvaguardando los intereses particulares, generales y 

estatales. 

 

En el proceso de extinción de dominio se pueden comprometer los intereses 

de personas que nada tienen que ver con una actividad ilícita; lo que resulta 

importante analizar es si el ente investigador cumplió con la obligación de 

actuar con sujeción a los postulados de la buena fe, y la presunción legal de 

que todas las gestiones de los particulares ante las autoridades públicas se 

adelantan de este mismo modo; al dejar a salvo los derechos de quienes 

habiendo actuado de buena fe, sin dolo y sin culpa grave, son actuales 

propietarios de bienes mal habidos se preservarán valores superiores de 

justicia, equidad, y cobrara relevancia la aplicación del principio de buena fe. 

 

3. JUSTIFICACIÓN  

 

En el presente artículo se pretende investigar la efectiva garantía del derecho 

de defensa a las personas que ostentan la calidad de terceros de buena fe, 

exentos de toda culpa, quienes deberán demostrar en el desarrollo de la 
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actividad judicial, y a través de material probatorio, que su actuar se realizó 

conforme a legalidad y en ausencia de actuaciones fraudulentas que viciaran 

el contenido de la misma; la presunción de la buena fe solo podrá ser 

desvirtuada por el ente acusador cuando este demuestre la existencia de una 

prueba fehaciente de que no existe; la buena fe no es un concepto absoluto, 

y como simple presunción no puede catalogarse en un grado de superior 

jerarquía frente a la realidad, a los hechos concretos, según Arana & Angarita 

(2015), para quienes la buena fe se constituye como un principio en el cual se 

pretende demostrar el estado de honradez y convicción a la verdad o exactitud 

de un asunto, hecho, opinión, título de propiedad o rectitud en la conducta.  

 

Cuando se establece este precepto se procura que la sociedad se 

desenvuelva en un clima de confianza, en el cual los actos de las personas no 

sean a priori, calificados de ilícitos o indebidos, por lo que se insta que, como 

regla general, esto sea un patrón típico de comportamiento, toda vez que se 

debe conjeturar que los asociados obran con trasparencia, sinceridad y lealtad 

dentro de los postulados y reglas que rigen la sociedad. 

 

El procedimiento de extinción de dominio se aplica principalmente a personas 

que directamente están relacionados con una actividad ilegal, pero 

específicamente, en el escenario donde una persona no está involucrada en 

dicha actividad, es el Estado quien debe proporcionar todas las prerrogativas 

necesarias para su defensa, entre ellas ser oído, ser juzgado por un tribunal 

independiente, imparcial y competente, así como obtener una resolución 

motivada para que en un escenario no solo judicial, sino en cualquier 

procedimiento, donde se decidan los derechos de las personas, se pueda 

demostrar que no se tiene relación con actuaciones prohibidas. 

 

La importancia de determinar e identificar el material probatorio que servirá 

como prueba dentro del proceso de extinción de dominio es fundamental para 
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demostrar la calidad de terceros de buena fe exentos de culpa, y la legalidad 

de los bienes adquiridos, evitando la extinción por parte del Estado. 

 

4. FUNDAMENTACIÓN TEÓRICA  

 

4.1. MARCO REFERENCIAL (ESTADO DEL ARTE)  

 

4.1.1. Extinción de dominio  

 

Es necesario remitirnos a la definición que da el Código de Extinción de 

Dominio vigente (Ley 1708 de 2014), donde se señala que la extinción de 

dominio es una consecuencia patrimonial de actividades ilícitas o que 

deterioran gravemente la moral social, consistente en la declaración de 

titularidad a favor del Estado de los bienes a que se refiere esta ley, por 

sentencia, sin contraprestación ni compensación de naturaleza alguna para el 

afectado. 

 

El proceso de extinción de dominio se debe entender como una acción 

jurisdiccional de contenido netamente patrimonial y autónoma, es decir, 

independiente a cualquier rama del derecho, la cual busca con el desarrollo 

de su normativa que el afectado, titular o propietario de un bien, pierda el 

derecho que tiene de disfrutar del mismo, por haberse destinado o ser fruto 

de una actividad ilícita.  

 

Como es evidente, esta ley tiene como objeto principal imponer gravámenes 

o limitaciones a la propiedad, las cuales se ven reflejadas en la imposición de 

medidas cautelares, como lo es el embargo, secuestro y suspensión del poder 

dispositivo, a bienes que se hallan utilizado como medio o instrumento para 

cometer un acto ilícito, o cuyos bienes que son fruto de una actividad contraria 

a la ley y las buenas costumbres de la sociedad. 
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Es preciso señalar que en cabeza del Estado está la legítima actuación de 

restringir derechos a los propietarios que tengan involucrados sus bienes en 

actuaciones prohibidas por la normatividad penal vigente, pero se contrarresta 

este actuar cuando las personas sean víctimas de engaño, hayan actuado sin 

dolo, culpa grave o simplemente desconocían los actuares ilegales que sus 

ex propietarios, arrendatarios, entre otros, realizaban, donde se comprometa 

su propiedad, desconociendo la vinculación a hechos delictivos que dieran 

lugar al proceso extintivo. 

 

Es necesario, para entender el proceso de extinción de dominio y el contexto 

del tema de la aplicación del principio de buena fe con los terceros exentos de 

culpa, tener claro, como explica David F. (2020) los siguientes puntos:  

 

a) La extinción de dominio será aplicada a todo tipo de bienes que se 

cuantifiquen económicamente, tales como: muebles, inmuebles, dinero 

en efectivo, cuentas bancarias, semovientes, etc.  

b) La Fiscalía General de la Nación será la encargada de decretar las 

medidas cautelares de los bienes objeto de indagación, bajo criterios y 

resultados de investigación otorgados por la Policía Judicial (Fase 

Inicial), y el juzgamiento está a cargo de jueces especializados en 

extinción de dominio. 

c) Teniendo en cuenta que este proceso es independiente a cualquier 

área del derecho, en especial al derecho penal, no es necesario que el 

infractor tenga una sentencia condenatoria por la comisión de un delito, 

para que se pueda iniciar un proceso de extinción de dominio.  

d) La acción de extinción de dominio es imprescriptible, lo que conlleva a 

que la Fiscalía General de la Nación pueda iniciar la investigación, y a 

su vez decretar medidas cautelares en cualquier momento, ya sea de 

forma excepcional o conjuntas con la demanda de extinción de 

dominio. 
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e) La acción de extinción de dominio se aplica independientemente de la 

persona que posea el objeto o resida en el predio, salvo que sea un 

tercero de buena fe exento de culpa. 

f) Como todo proceso jurisdiccional todas las decisiones que se 

resuelvan en la etapa de juzgamiento podrán ser apeladas conforme a 

las disposiciones legales.  

 

4.1.2. Buena fe  

 

La buena fe como principio se encuentra consagrado inicialmente en el 

artículo 83 de la Constitución de Colombia de 1991, advirtiendo que las 

actuaciones de las personas deberán ceñirse a los postulados de la buena fe, 

misma que se presumirá en toda actuación. Este principio del derecho está 

relacionado primordialmente en el actuar con lealtad en las relaciones 

jurídicas, en otras palabras, se dice que la buena fe es el actuar de buena 

manera, con honestidad. 

 

Según la Sentencia C-540 (Corte Constitucional, 995), por regla general la 

buena fe se presume, es decir: “de una parte es la manera usual de 

comportarse; y de la otra, a la luz del derecho, las faltas deben probarse. Y es 

una falta el quebrantar la buena fe”.  

 

Ahora bien, la Ley 1708 de 2014, en el Título V, Capítulo I, establece que la 

carga de la prueba es dinámica, siempre que no se trate de un afectado o 

titular de buena fe exento de culpa, situación donde le corresponde al Estado 

probar la intención de la mala fe de los particulares, prerrogativa que es 

aplicada en las diferentes áreas del derecho, por ejemplo, en el derecho civil 

se ve reflejada cuando se pretende adquirir un bien por prescripción; en dicho 

acto se establece que se presume la buena fe al momento en el que se 

manifiesta el tiempo en el cual se han hecho actos de señor y dueño.  
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En general, se puede concluir que, en las diferentes ramas del derecho, este 

principio es aplicable de manera diferenciada, es decir, recibe un tratamiento 

diferente a cada caso.  

 

De lo anterior pueden extraerse algunas diferencias precisas entre la 

buena fe simple y la buena fe exenta de culpa. Si bien es cierto que en los 

dos eventos se parte del supuesto de que la persona obró con lealtad, 

rectitud y honestidad, la buena fe simple se presume de todas las 

actuaciones o gestiones que los particulares realizan ante el Estado, de ahí 

que sea éste quien deba desvirtuarla. Por su parte, la buena fe exenta de 

culpa exige ser probada por quien requiere consolidar jurídicamente una 

situación determinada. Así, la buena fe exenta de culpa exige dos 

elementos: de un lado, uno subjetivo, que consiste en obrar con lealtad y, 

de otro lado, uno objetivo, que exige tener la seguridad en el actuar, la cual 

solo puede ser resultado de la realización actuaciones positivas 

encaminadas a consolidar dicha certeza. 

 

La doctrina dominante en materia civil reconoce dos clases de buena fe: de 

un lado, la buena fe simple, que equivale a obrar con lealtad, rectitud y 

honestidad, y es la que se exige normalmente a las personas en todas sus 

actuaciones; el Código Civil (1887), al referirse a la adquisición de la 

propiedad, la define en el artículo 768 como la conciencia de haberse 

adquirido el dominio de la cosa por medios legítimos, exentos de fraude y de 

todo otro vicio, y del otro lado la buena fe exenta de culpa, esta buena fe 

cualificada o creadora de derecho es un límite material de la extinción de 

dominio, porque protege a los terceros que adquieren de buena fe un bien 

incurso en cualquiera de las causales de extinción de dominio, o que bien 

tiene una propiedad sin tener conocimiento de que se están realizando 

actividades ilegales producidas por personas ajenas. 
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4.1.3. Tercero de buena fe exento de culpa  

 

En la Ley 793 de 2002 se establecen las reglas que origina la extinción de 

dominio, y es en esta donde se empiezan a desarrollar las nociones de 

terceros de buena fe, ya que manifiesta:  

 

Artículo 3°. De los bienes. Para los efectos de la presente ley se 

entenderá por bienes sujetos a extinción del dominio, todos los que 

sean susceptibles de valoración económica, muebles o inmuebles, 

tangibles o intangibles, o aquellos sobre los cuales pueda recaer 

derecho de propiedad. Igualmente, se entenderá por tales todos los 

frutos y rendimientos de los mismos.  

 

La modificación generada por la Ley 1453 de 2011, expone que: 

 

Artículo 73. Cuando no resultare posible ubicar o extinguir el 

dominio de los bienes determinados sobre los cuales verse la 

extinción del dominio, porque estos hayan sido enajenados, 

destruidos, ocultados o permutados, el Fiscal deberá identificar 

bienes lícitos de propiedad del accionado y presentarlos al Juez, 

para que declare extinguido el dominio, sobre bienes y valores 

equivalentes. Lo anterior no podrá interpretarse en perjuicio de los 

derechos de terceros de buena fe exentos de culpa (negrilla 

fuera del texto original). 

 

La Corte Constitucional en diferentes pronunciamientos ha establecido la 

teoría de la norma básica, en decir, que si no se ha viciado de ninguna norma 

sistemática de la ley no procede acción de extinción de dominio a los terceros 

de buena fe.  
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Conforme a dicha afirmación, se debe tener en cuenta la objetividad con los 

terceros de buena fe, en el sentido de su comportamiento de la aplicabilidad 

y el respeto que tengan en el ejercicio de la ley, lo que significa que la misma 

se basa en las actuaciones que realizan para dar cumplimiento a esas 

disposiciones legales sin incurrir en ningún tipo de violación al ordenamiento 

jurídico.  

 

Pues bien, vinculando al tema de la buena fe en el ejercicio del proceso de 

extinción del derecho de dominio, se puede rememorar el negocio jurídico 

previo y relacionarlo con este principio al momento de llevarlo a cabo, es decir 

a la acción diligente y prudente referida a ese trato inicial donde las partes 

involucradas, mediante un acuerdo de voluntades, desarrollan algún negocio 

jurídico, cualquier acto que involucre un bien mueble o inmueble o una 

transacción de patrimonio.  

 

Dentro del proceso, y como lo expone el doctrinante Buitrago (1994), dicho 

momento permitirá que ante un eventual proceso en el que se recurra a la 

acción de extinción de dominio el interesado en rescatar su patrimonio tendrá 

el deber de probar que el negocio previo se realizó sin ningún vicio o 

simulación del mismo, y que para demostrarlo se presentarán las pruebas 

contundentes, pertinentes e idóneas para demostrar la buena fe, y la 

exoneración de responsabilidad de los hechos que dieron origen a este 

proceso. 

 

Para proteger a aquellos terceros de buena fe la Corte Constitucional (2002), 

en Sentencia C-1007, establece que dentro del proceso de extinción del 

derecho de dominio existe una forma de apreciar este principio. Dicha forma 

es la buena fe cualificada, haciendo referencia a la creación de un derecho 

material de la extinción del derecho de dominio, el cual se encargará de 

proteger a los terceros de buena fe que adquieren esta prerrogativa de forma 

regular con lealtad y honestidad, en principio, aquel adquirente no recibiría 
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ningún derecho pues nadie puede transmitir un derecho que no tiene y sería 

procedente la extinción de dominio; pero, si se actuó con buena fe exenta de 

culpa dicho tercero puede quedar amparado por el ordenamiento jurídico al 

punto de considerarse que por efecto de su buena fe cualificada ejerce 

plenamente el derecho de propiedad, y por lo tanto sobre tal bien no podría 

recaer la extinción de dominio. Finalmente, en este precedente se establece 

que bajo ninguna circunstancia se invertirá la carga de la prueba para el 

afectado cuando este sea un tercero, y que por tanto se debe garantizar el 

desarrollo de su derecho a defenderse.  

 

4.2. MARCO HISTÓRICO  

 

El tema de extinción de dominio data de la reforma constitucional de 1936, 

donde se planteó significativamente el enfoque absolutista que había de la 

“propiedad”, advirtiendo que la propiedad es un derecho individual con 

características sociales. A partir de la reforma constitucional de 1936 la ley, la 

doctrina y la jurisprudencia se moldearon sin necesidad de un texto 

constitucional que la consagrara expresamente, pues se entendió que se 

derivaba de manera directa del concepto de “función social”. 

 

En la Ley 333 de 19 de diciembre de 1996 (por la cual se establecen las 

normas de extinción del dominio sobre los bienes adquiridos en forma ilícita), 

una de las disposiciones más polémicas se hallaba en el artículo 6°, según el 

cual, cuando no resultare posible ubicar, incautar o aprehender otros bienes 

determinados sobre los cuales verse la extinción del dominio, al momento de 

la Sentencia podrá el juez declarar extinguido el dominio sobre un valor 

equivalente. Para Montenegro (2009) lo dispuesto en el artículo en mención 

no podrá interpretarse en perjuicio de los derechos de terceros de buena fe.  

 

Es importante anotar que la primera norma internacional en materia de 

extinción de dominio fue la Convención Única sobre estupefacientes de Nueva 
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York (1961), enmendada por el Protocolo de 1972, donde primigeniamente se 

habló de “aprehensión y decomiso” de los instrumentos empleados para la 

comisión de los delitos relacionados con el tráfico de estupefacientes. 

 

Por otra parte, la Convención de Viena (1988) en sus principios generales de 

prevención del Comité de Basilea, trató el tema de lavado de activos, y en el 

mismo sentido la Convención de Estrasburgo (1990), el Convenio 

Internacional para la Represión de la Financiación del Terrorismos (1999), son 

referentes que permiten observar la necesidad existente en el mundo 

globalizado de proceder con el “decomiso”. 

 

El fin constitucional perseguido de la extinción de dominio no pretende 

establecer las responsabilidades de tipo penal o de su naturaleza y/o alcance 

en un contexto del ius puniendi, puesto que el propósito final es extinguir los 

derechos patrimoniales de aquellos bienes que han vulnerado la propiedad, 

ya sea desde su origen o destinación. 

 

Así las cosas, se tiene que la extinción de dominio es un instituto político-

criminal que persigue los derechos patrimoniales independientes de quien 

ejerza la titularidad del derecho de dominio derivadas de los artículos 34 y 58 

constitucionales. 

 

Ahora bien, el constitucionalismo colombiano desde 1991 a través de la Carta 

ha establecido en el artículo 34 que en Colombia están prohibidas las penas 

de destierro, prisión perpetua y confiscación. Al mismo tiempo, autoriza que 

por medio de sentencia judicial se declare la extinción de dominio sobre bienes 

adquiridos a través de (i) enriquecimiento ilícito; (ii) en perjuicio del tesoro 

público; o (iii) grave deterioro de la moral social. 

 

Si bien a través de este articulado se prohíbe la confiscación, autoriza a la 

extinción de dominio, por lo que esta acción ha sido considerada como una 
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excepción a la prohibición. Del mismo modo, la propiedad privada se 

encuentra garantizada por la Constitución de 1991 en el art. 58, siempre que 

esta sea adquirida con arreglo a las leyes civiles, derecho que no puede ser 

desconocido ni vulnerado, y que además está legalmente protegido por el 

Estado; sin embargo, se debe advertir que a la propiedad le asisten varias 

obligaciones, ya que cumple funciones sociales y ecológicas.  

 

Es así que el desarrollo normativo inicia con la expedición de la Ley 333 de 

1996, la cual establece en su contenido las normas de extinción de dominio 

sobre los bienes adquiridos en forma ilícita. Esta ley fue el primer escalón 

fundamental para la pérdida de los bienes adquiridos de forma ilícita, y fue la 

primera que dio a entender que dicho proceder de la extinción es totalmente 

ajeno a la acción penal, dando pautas claras respecto a cada proceder.  

 

La Corte Constitucional en sendos pronunciamientos afirmó que la extinción 

del dominio recae única y exclusivamente sobre los bienes adquiridos por 

enriquecimiento ilícito, en perjuicio del Tesoro Público, o con grave deterioro 

de la moral social, y solo hasta el monto de la adquisición no protegida 

constitucionalmente, pues lo lícitamente adquirido escapa por definición a la 

declaración judicial correspondiente, a menos que se trate de bienes 

equivalentes a los mal habidos, sobre el supuesto de que, como lo indica el 

artículo 6° de la Ley 333 de 1996, resultare imposible ubicar, incautar o 

aprehender los bienes determinados que primariamente debían ser afectados 

por la medida.  

 

Este pronunciamiento ratificó la esencia de la ley, cuando manifiesta dentro 

de este contenido que la acción de extinción de dominio tenía un carácter 

autónomo, ya que se refiere meramente a lo patrimonial, haciendo que se 

desprendiera de la conducta delictiva, o en mejor contexto de la acción penal.  
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En el mismo orden de ideas, consecuentemente se expide con posterioridad 

la Ley 793 de 2002, la cual deroga la Ley 333 de 1996, y se establecen las 

reglas que gobiernan la extinción del dominio. 

 

El contenido de esta ley definió la acción de extinción de dominio como la 

pérdida del dominio a favor del Estado sin contraprestación, ni compensación. 

Al mismo tenor de la ley derogada, la calificó como una acción autónoma, con 

su naturaleza jurisdiccional. Conjuntamente, diferenció los bienes lícitos con 

los bienes ilícitos, y realizó una acumulación de medidas competentes 

fundamentales en la sucesión de las leyes, y lo más importante para este 

estudio fue que se dio pie a la aplicación del debido proceso como 

corresponde. 

 

Posteriormente se promulga la Ley 1330 de 2009, cuya finalidad fue aplicar 

mecanismos que permitieran la celeridad dentro del proceso, y proferir 

decisiones definitivas sobre los bienes que estén sometidos a la extinción del 

dominio. Se manifestó la sentencia anticipada, en donde se le da la 

oportunidad al afectado de entregar el bien sujeto a la extinción de manera 

voluntaria, otorgándole unos beneficios pecuniarios.  

 

Siguiendo la secuencia, se promulga la Ley 1336 de 2009, la cual desarrolló 

un tema fundamental, refiriéndose a la aplicabilidad del Capítulo II, en cuanto 

a la extinción de dominio y otras medidas de control, en casos relacionados a 

la explotación sexual de niños, niñas y adolescentes, en donde a los bienes 

que desarrollaban esta actividad ilícita se les aplicaría esta acción.  

 

Teniendo en cuenta que las leyes se transforman conforme las necesidades 

y evolución de la sociedad, la Ley 793 de 2002 se reformó, y se adicionaron 

temas de interés con la Ley 1395 de 2010, en donde se abarcó con más 

claridad los derechos de los terceros de buena fe, ya que para la aplicabilidad 

de esta acción en los bienes se vio necesario practicar pruebas encaminadas 
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a quebrantar la presunción de este principio, lo que conllevó a que se 

involucrara y se dieran funciones a la Policía Judicial conforme a las directrices 

de la Dirección Nacional de Estupefacientes.  

 

De igual manera, dentro de su articulado se dio a conocer los medios de 

prueba, los trámites abreviados dentro del proceso de extinción de dominio, 

aclaró nuevamente la competencia encabezada por la Fiscalía General de la 

Nación, y con posterioridad la competencia de los Jueces Penales del Circuito 

Especializado de cada seccional. En esta reforma se explica cómo opera la 

fase inicial (llevada a cabo en fiscalía), y con posterioridad el proceder de 

dichas decisiones junto con los recursos procedentes.  

  

La Ley 1453 de 2011 también hizo modificaciones a la Ley 793 de 2002, en lo 

relacionado a las causales que eran aplicables a bienes donde recaería la 

acción de extinción de dominio. Esta ley otorgó más facultades al ente 

investigador, con la finalidad de que se obtengan elementos probatorios 

idóneos para abrir la etapa de inicio del procedimiento. En su contenido 

erróneamente se eliminó el emplazamiento a los afectados (vulnerado el 

debido proceso, el acceso a la justicia y posibilidad de ejercer una debida 

defensa técnica), y ordenó la creación de unidades especializadas que 

conozcan sobre los bienes objetos de la acción de extinción del derecho de 

dominio. Otra modificación que trajo esta ley, fue la notificación personal, que 

va dirigida a los afectados y a los terceros de buena fe; en fin, concretaron 

que dicha acción es autónoma e independiente.  

 

4.3. MARCO JURÍDICO 

 

En la revisión de la normatividad internacional que regula los aspectos 

asociados a la extinción de dominio, se encuentran: Naciones Unidas: 

Convención contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y Sustancias 

Psicoactivas (Viena 1988), aprobada por Colombia por la Ley 67 de 1993; se 
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podría pensar que la Convención, al autorizar que se prive a una persona de 

la propiedad de bienes cuyo valor sea considerado equivalente al producto de 

las actividades ilícitas, podría dar lugar a confiscaciones; la Corte 

Constitucional, no comparte esa concepción.  

 

En efecto, al hacer un análisis se ha mostrado que el elemento esencial que 

configura una confiscación es una sanción que consiste en la privación 

arbitraria –hecho injustificado y desproporcionado sin ninguna medida de 

equivalencia– de los bienes legítimamente adquiridos por un particular, en 

beneficio del fisco y en general por motivos de persecución política. Por eso, 

cuando la sanción de la privación de un bien, deriva de una causa legítima 

(como es la consecuencia de la comisión de un ilícito) y se rige por principios 

de equivalencia, ella se ajusta al ordenamiento constitucional, lo que explica, 

por ejemplo, la constitucionalidad de las penas de multa. Ahora bien, dicha 

Convención establece una razón que justifica el decomiso, puesto que se trata 

de privar de ciertos bienes a una persona que se ha beneficiado 

patrimonialmente de actividades delictivas.  

 

De otro lado, la Convención no permite un decomiso desproporcionado por 

cuanto establece una medida objetiva, al consagrar que los bienes 

decomisados deben ser equivalentes al producto de la actividad ilícita, lo que 

significa, entonces, que para que opere este tercer tipo de decomiso se 

requiere que se haya probado judicialmente que la persona se ha beneficiado 

patrimonialmente de un delito por un monto determinado, y solo entonces se 

le podrán decomisar bienes. Es obvio que si no se dan tales supuestos no 

puede entonces operar este tercer tipo decomiso. 

 

Finalmente, la propia Convención contra el Tráfico Ilícito de Estupefacientes y 

Sustancias Psicoactivas (Convención contra la corrupcion, 2003) protege los 

derechos de terceros de buena fe, por cuanto el ordinal 8º del artículo 5º 
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señala que “lo dispuesto en el presente artículo no podrá interpretarse en 

perjuicio de los derechos de terceros de buena fe”.  

 

Frente a la Ley 793 de 2002, Por la cual se deroga la Ley 333 de 1996 y se 

establecen las reglas que gobiernan la extinción del dominio, se formularon 

reparos por el hecho de haberse tramitado como ley ordinaria y no como 

estatutaria, controversia que fue resuelta por la Corte Constitucional (2003) en 

la Sentencia C-740, y que en el inciso segundo del artículo 3° contempla lo 

referente a los bienes equivalentes en los siguientes términos:  

 

Cuando no resultare posible ubicar, o extinguir el dominio de los 

bienes determinados sobre los cuales verse la extinción del 

dominio, al momento de la sentencia, podrá el juez declarar 

extinguido el dominio sobre bienes o valores equivalentes del 

mismo titular. Lo dispuesto en el presente artículo no podrá 

interpretarse en perjuicio de los derechos de terceros de buena fe 

exentos de culpa.  

 

Por lo anterior, es claro que en los procesos que siguen esta materia los 

operadores judiciales tienen el deber de garantizar los derechos de terceros 

de buena fe que hubieran adquirido legítimamente, y que cuenten con las 

oportunidades procesales para defenderse, y de confirmar esta situación 

tienen la obligación de adoptar las decisiones que correspondan con el fin de 

salvaguardar esos intereses. 

 

En efecto, la doctrina dominante en materia civil reconoce dos clases de 

buena fe. De un lado,  

 

(…) la buena fe simple, que equivale a obrar con lealtad, rectitud y 

honestidad, es la que se exige normalmente a las personas en 

todas sus actuaciones. El Código Civil, al referirse a la adquisición 
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de la propiedad, la define en el artículo 768 como la conciencia de 

haberse adquirido el dominio de la cosa por medios legítimos, 

exentos de fraude y de todo otro vicio. Esta buena fe cualificada o 

creadora de derecho es un límite material de la extinción de 

dominio, porque protege a los terceros que adquieren de buena fe 

un bien incurso en alguna cualquiera de las causales de extinción 

de dominio o que bien tiene una propiedad sin tener conocimiento 

de que se están realizando actividades ilegales producidas por 

personas ajenas, tal como ocurre en este caso (Naciones Unidas 

Contra la Droga y el Delito, 2015). 

 

Ahora bien, conforme a las disposiciones legales, y dentro del contexto de los 

terceros de buena fe exentos de culpa, es menester mencionar que la Ley 

1708 de 2014, Por medio de la cual se expide el Código de Extinción del 

Derecho de Dominio, para poder declarase tercero de buena fe exento de 

culpa se tiene que demostrar que no hayan realizado ninguna actividad ilícita 

ni sean autores, coautores o copartícipes de actividades ilícitas. Es necesario 

la recopilación de elementos probatorios suficientes para demostrar que dicho 

bien no se encuentra incurso en ninguna de las causales establecidas en el 

art. 16 del mentado código que declara la extinción.  

 

Diversos artículos del Código de Extinción de Dominio respetan los derechos 

de los terceros de buena fe exenta de culpa: el artículo 3° en cuanto a los 

límites; artículo 7º en la adquisición y destinación de los bienes; en la nulidad 

ab initio del artículo 22 se respetan los derechos de los terceros en los 

términos referenciados; a su vez, en los fines de las medidas cautelares el 

artículo 118, numeral 5, debe buscar en la fase inicial la recolección de 

pruebas que permitan inferir razonablemente la ausencia de buena fe exenta 

de culpa. 
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El artículo 124 numeral 4 del mentado código faculta al fiscal delegado para 

ordenar el archivo cuando se demuestre que los bienes cuestionados se 

encuentran a nombre de terceros de buena fe exenta de culpa, y no existan 

bienes que puedan ser afectados por valor equivalente.  

 

Por otra parte, para que una decisión equivalente sea emitida por una 

autoridad judicial extranjera, como lo es la ejecución de una orden de 

decomiso, mediante sentencia de extinción de dominio, o procedimiento 

conocido como el exequátur consagrado en el artículo 212, el ente 

investigador deberá establecer la posible existencia de terceros de buena fe, 

identificarlos y ubicarlos: por su parte, los afectados podrán demostrar que 

son terceros de buena fe exentos de culpa cuando materializan el derecho de 

defensa y contradicción.  

 

4.4. MARCO TEÓRICO  

 

4.4.1. Objetivo general 

 

Analizar el modo y efecto del principio de buena fe exenta de toda culpa de 

los terceros involucrados en el proceso de extinción del derecho de dominio, 

y la forma como pueden demostrar dicha calidad a través de la recopilación 

de elementos materiales probatorios. 

 

Según el artículo 83 de la Constitución de 1991, las actuaciones de los 

particulares y de las autoridades públicas deben ceñirse a los postulados de 

la buena fe, la cual se debe presumir en todas las gestiones que se lleven a 

cabo ante los servidores públicos. Adicionalmente, la ley establece una 

protección para los terceros de buena fe, y así garantizar los derechos de 

aquellos que acudan a la justicia.  
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En el mismo sentido, la Corte Constitucional (2014) ha sido enfática en señalar 

que “este tipo de procesos es necesario que se garanticen los derechos de 

tercero de buena fe, con lo cual se buscan preservar los valores superiores de 

la justicia, la equidad y seguridad jurídica” (Sentencia T-821). 

 

La Corte Constitucional (2002), a través de la Sentencia C-1007, ha 

manifestado que:  

 

Es un deber determinar si el adquiriente obro o no dolosamente o 

con culpa grave, pues de ser así, es viable la extinción de dominio, 

en caso contrario, es decir si el tercero a quien se le traspaso un 

bien adquirido directa o indirectamente de una actividad ilícita es 

de buena fe, debe protegérsele su derecho, bajo determinadas 

circunstancias y no será viable la extinción de dominio. 

 

La buena fe exenta de culpa es la materialización de la máxima del derecho 

error communis facit jus, y encierra la configuración de un error o equivocación 

de tal naturaleza, que cualquier persona prudente y diligente también lo 

hubiera cometido, si bien se trata de un derecho o situación aparente tienen 

la característica de la imposibilidad de descubrir la falsedad o la inexistencia 

de un derecho, por lo que hace levantar o constituir la buena fe cualificada, 

que hace que la persona inmersa en esta situación conserve el derecho 

patrimonial. 

 

El ius vigilandi y el ius escogendi establecen una relación a los postulados de 

obligación, que devienen de la responsabilidad por el hecho; precisan que 

ante un desconocimiento que involucre un daño o lesión a la función social y 

ecológica de la propiedad por la ejecución de actividades ilícitas, le sea 

atribuible por vía de la imputación por destinación a la persona que tenía la 

garantía y deber de vigilar, elegir y administrar adecuadamente una fuente de 

riesgo. Así mismo, estos postulados comprenden la responsabilidad sobre 
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personas que se encuentran bajo guarda, cuidado o dependencia, vigilancia 

o control. 

 

4.4.2. OBJETIVOS ESPECÍFICOS 

 

a) Determinar si en el Código de Extinción de Dominio (Ley 1708 de 

2014) se encuentra regulada la protección a los terceros de buena fe  

 

El trámite extintivo es un mecanismo que se adelanta por vía judicial, donde 

el Estado puede perseguir los bienes de origen o destinación ilícita, y con ello 

declarar la pérdida del derecho de propiedad.  

 

De igual manera. Se puede mencionar diferentes leyes que han sido 

desarrolladas conforme a las disposiciones legales de la Constitución de 

1991. Dichas normas se dictaron con el fin de brindar una sanción por aquellos 

delitos que causan un enorme daño a la sociedad, los cuales son cometidos 

por personas que actúan en contra de la ley, por lo tanto, el recibir un decreto 

de medidas cautelares a un bien mueble o inmueble, será una forma de 

resarcir el daño causado.  

 

El Código de Extinción de Dominio (Ley 1708 de 2014), en concordancia y a 

partir del desarrollo de los artículos 34 y 58 Superior, establecen las reglas de 

juego en relación con la acción de extinción de dominio, donde el Estado será 

quien la ejecute, en relación con el debido proceso, pero con la especificación 

clara de que la acción de extinción es la consecuencia del incumplimiento de 

la función social de la propiedad privada, sin espacio a un ejercicio desmedido 

de los derechos a los cuales cada persona es acreedor en un Estado social 

de derecho. 

 

La buena fe tiene un peso jurídico en el artículo 83 Constitucional, que 

consagra que “Las actuaciones de los particulares y de las autoridades 
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públicas deben ceñirse a los postulados de la buena fe”. Para Buitrago (1994) 

este principio es altamente utilizado en el ordenamiento jurídico, ya que la 

buena fe se debe entender como aquella actuación que está sujeta a una 

conducta honesta, leal y correcta. 

 

Ahora bien, como ya se ha explicado en el desarrollo temático de este artículo, 

la buena fe en la extinción de dominio debe ser aplicada con todos los 

postulados constitucionales, en especial los del debido proceso y el derecho 

que les asiste a las personas en cuanto a una defensa técnica, lo que implica 

que todas las personas que se hallan visto perjudicadas por la acción de 

extinción de dominio tengan la oportunidad de demostrar y controvertir la 

teoría que propone la fiscalía al momento de decretar las medidas cautelares 

sobre el bien.  

 

En este proceso de salvaguardar el derecho a la defensa, que le asisten a los 

terceros de buena fe, es importante mencionar que en la Ley 1708 de 2014, 

Por medio de la cual se expide el Código de Extinción de Dominio, existen 

varios acápites para garantizar la defensa de aquellas personas ajenas a la 

acción penal y consideradas, probablemente, como terceros de buena fe 

exentos de culpa.  

 

El Código de Extinción de Dominio en su artículo 7º habla de la Presunción de 

buena fe en el proceso de extinción de dominio, aplicándose a todo acto o 

negocio jurídico que se celebre, en cuanto a la adquisición o destinación de 

los bienes, siempre que el titular del derecho logre demostrar de manera 

diligente y prudente que se encuentra exento de todo acto ilícito que involucra 

al bien en este proceso. Se puede establecer que este es uno de los principios 

que rigen dicha norma, garantizando de esta manera una posibilidad de 

defensa para estas personas consideradas terceros de buena fe exentos de 

culpa.  
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Quizás el anterior artículo 7° en mención es uno de los pilares más 

importantes en la defensa que se pueda realizar en este tipo de procesos, ya 

que, como se mencionó, es uno de los principios que rigen esta ley, sin 

embargo, para desarrollar y tener una noción más amplia que desarrolle este 

objetivo específico, se establece que existe dicha protección y garantía a los 

terceros de buena fe en varios articulados, aclarando que estas personas que 

quieran ostentar tal calidad la deben hacer de manera idónea, diligente y 

prudente, con pruebas contundentes que así lo demuestren.  

 

En este punto uno de los ejemplos que se puede aludir es el artículo 16 

numeral 10 de la ley en comento, donde se establece las causales de 

extinción, y en un fragmento se dice que “la acción resulte improcedente por 

el reconocimiento de los derechos de un tercero de buena fe exenta de culpa”.  

Por su parte, los artículos 22, 87, 118, 124 (num. 4) y 152 de la Ley de 

Extinción, son algunos postulados que protegen esta condición, garantizando 

principalmente el derecho que tienen estas personas al momento de acudir a 

la jurisdicción para que, con los medios probatorios necesarios, logren obtener 

y demostrar esta condición.  

 

b) Identificar cuáles son los medios probatorios que permitirían 

demostrar la condición de terceros de buena fe dentro del proceso de 

extinción de derecho de dominio  

 

La norma es clara en establecer que bajo ningún precepto se puede exigir 

garantía legal sobre bienes que hayan sido obtenidos de manera ilegal, 

únicamente por medio de las causales establecidas por el legislador, 

atendiendo al principio de legalidad, correspondiendo además que la acción 

derive un deber para el Estado la práctica de pruebas. 

 

Por su parte, y haciendo un análisis del Código de Extinción de Dominio (Ley 

1708 de 2014), es necesario identificar cuál es el proceso que se sigue con la 
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ejecución de la acción de extinción, la cual contiene tres etapas: la primera en 

cabeza de la Fiscalía General de la Nación, donde inicialmente se debe 

identificar real y jurídicamente los bienes sobre los cuales se investiga 

preliminarmente; obtenida esta identificación es necesario estudiar la relación 

de causa y efecto entre los bienes pretendidos y la comisión de la actividad 

ilícita desarrollada; es decir, enmarcar estos hechos fácticos en una de las 

causales de extinción de dominio establecidas en el art. 16, y a su vez se 

ordenará la imposición de medidas cautelares como el embargo, secuestro y 

suspensión del poder dispositivo de carácter provisional, medidas con las 

cuales se pretende:  

 

Que los bienes en cuestión puedan ser ocultados, negociados, 

gravados, distraídos, transferidos o puedan sufrir deterioro, 

extravío o destrucción; o con el propósito de cesar su uso o 

destinación ilícita. En todo caso se deberá salvaguardar los 

derechos de terceros de buena fe exenta de culpa. 

 

La etapa subsiguiente es la decisión del órgano acusador, el cual deberá 

decidir si procede o no la extinción de dominio. De no ser procedente, proferirá 

el archivo provisional de las diligencias, el cual deberá motivar mediante 

providencia independiente, con fundamento en el art. 124 del Código en 

estudio. 

 

Sin embargo, si la decisión del investigador radica en la procedencia de la 

acción extintiva, este mediante requerimiento o demanda de extinción de 

dominio remitirá al juez competente lo actuado hasta ese momento, autoridad 

judicial que garantizará el debido proceso, quien deberá notificar a los 

afectados del asunto referido, para que los mismos hagan parte del proceso y 

puedan controvertir y demostrar con elementos materiales probatorios la tesis 

adoptada por la Fiscalía. Finalmente, el juez respectivo procederá a definir 
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mediante sentencia la declaración de extinción de dominio, o su 

improcedencia. 

 

En este punto es importante mencionar que existe, en algunos aspectos para 

demostrar esta calidad de terceros de buena fe, el principio de solidaridad 

probatoria, considerado un elemento fundamental que admite acceder a unos 

de los medios más importantes dentro del proceso, esto es, aquellos 

testimonios o documentos que permitan demostrar esta condición. En el 

artículo 1° de la Constitución de 1991, que se refiere a la solidaridad de las 

personas, se consagra que cuando a una de las partes le resulte más fácil 

probar determinados hechos, corresponde a ella demostrarlo.  

 

Por tanto, 

 

La carga de la prueba mantiene su concepción clásica, pero en 

determinados casos hay un desplazamiento a una especie de 

solidaridad dentro de la concepción liberal para que el otro que 

tiene la facilidad por motivos que no es necesario ni siquiera 

enunciar, ya que en cada caso y de conformidad con las reglas de 

la experiencia se llegará a la conclusión, a quién le quedaba más 

fácil probar un determinado hecho, pero por excepción tiene 

prioridad siempre la defensa en solicitar la solidaridad para su 

defendido (Rivera, R., 2014).  

 

c) Establecer si el principio de buena fe garantiza el derecho de defensa 

y de tercero de buena fe en el proceso de extinción del derecho de 

dominio.  

 

El actual Código de Extinción de Dominio (Ley 1708 de 2014), modificado 

por la Ley 1849 de 2017, establece las normas rectoras y las garantías 

fundamentales en el proceso de extinción de dominio; por su parte, el 
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artículo 3° advierte que el trámite extintivo será limitado, pues se deberá 

proteger el derecho a la propiedad lícita y obtenida de buena fe exenta de 

culpa.  

 

A su vez, garantizar el derecho de terceros de buena fe es uno de los 

propósitos principales y necesarios en la fase inicial del proceso de 

extinción de dominio; la Fiscalía General de la Nación deberá recolectar 

pruebas que le permitan inferir razonablemente que el propietario del bien 

pretendido carezca de buena fe, exenta de culpa, conforme a lo establecido 

en el artículo 18 del citado código. 

 

Ahora bien, La mentada norma en su artículo 7° ha mencionado como 

norma rectora la presunción de buena fe, en todo acto o negocio jurídico 

relacionado con los bienes cuestionados, siempre y cuando estos se 

encuentren bajo la titularidad de terceros de buena fe, exentos de culpa, y 

de hallarse bajo tal situación, el mismo código establece esta circunstancia 

como causal de archivo, de conformidad con el artículo 124 numeral 4. 

 

Por otra parte, la Corte Constitucional de Colombia, ha manifestado que la 

buena fe, se debe analizar desde dos puntos de vista: uno objetivo y otro 

subjetivo, como se explicó arriba. En consecuencia, para que una persona 

pueda excusarse con base en la buena fe calificada, que incluye ambos 

elementos, no solo debe tener la convicción o creencia de obrar conforme a 

derecho, sino que debe actuar creyendo que está actuando conforme a los 

principios de diligencia, transparencia, lealtad y honestidad. 

 

Cabe destacar que en la Sentencia C-374 (Corte Constitucional, 1997) se 

señaló que en el trámite de la extinción del dominio la prueba recae sobre el 

Estado, quien es el llamado a desvirtuar la presunción de inocencia que tiene 

una persona que es titular del derecho de propiedad, mientras no se le 
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demuestre lo contrario en el curso de un proceso judicial, con las garantías 

constitucionales.  

 

5. RESULTADOS 

 

Teniendo en cuenta las anteriores estipulaciones presentadas en los 

diferentes acápites de este artículo, se puede deducir que la aplicabilidad del 

principio de buena fe en el proceso de extinción del derecho de dominio se 

encuentra regulado y aplicado en las normas relacionadas con el tema, 

además de los precedentes jurisprudenciales que también se suman a la 

protección de los terceros de buena fe exentos de culpa.  

 

Como es evidente, la carga probatoria para demostrar dicha condición se 

encuentra a cargo de la defensa, por lo que los elementos probatorios 

aportados en las diferentes fases del proceso son fundamentales.  

 

En fase inicial, por ejemplo, existen dos medios de defensa, en donde se 

podrá demostrar esta condición: la primera el control de legalidad sobre las 

medidas cautelares, en donde, si bien es cierto se atacan los gravámenes 

decretados por la Fiscalía General de la Nación, en cuanto a errores 

sustanciales, también se le podrá solicitar al Juez el reconocimiento de 

terceros de buena fe exentos de culpa, primer acercamiento que se va a tener 

sobre los elementos probatorios, por tal razón es de suma importancia que se 

realice y se permita conocer el correcto traslado de pruebas, para que no 

exista ninguna duda sobre la aplicación de este principio al interior del 

proceso.  

 

El segundo medio es el acercamiento que se obtiene con la presentación de 

la oposición a las medidas cautelares, instancia procesal que permitirá 

acercarse al Fiscal a cargo del asunto, con el fin de revelar y presentar 

elementos materiales probatorios para demostrar la condición de terceros de 
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buena fe; en esta instancia procesal el Fiscal tiene todas las facultades legales 

para archivar o enviar el asunto a una instancia judicial. 

 

Si en esta fase inicial no se logró mediante pruebas el objetivo de demostrar 

la buena fe, aún queda la posibilidad de defenderse en una etapa de juicio, en 

donde el juez especializado tendrá a su criterio decidir si extingue o no el 

dominio del bien. En esta etapa el juez estudiará no solo las pruebas 

presentadas por la fiscalía y la defensa en fase inicial, con la presentación de 

la demanda, sino que, además, dará la oportunidad procesal de correr traslado 

de pruebas según el art. 141 del Código de Extinción de Dominio (Ley 1708 

de 2014). 

 

Una vez el juez haya obtenido los elementos materiales probatorios tendrá la 

facultad de decidir mediante sentencia judicial si se extingue o no el dominio, 

y si se reconoce la condición de terceros de buena fe.  

 

Como se puede observar, en todo el proceso se garantiza el derecho de 

defensa y el debido proceso de las personas que se consideran afectadas, 

por lo que se puede deducir que existe una protección legal y jurisprudencial 

de los derechos de las personas consideradas terceros de buena fe.  

 

Por otro lado, conforme a la investigación realizada, se deduce que la 

regulación de este principio se encuentra no solamente desarrollada en la ley, 

sino además en la jurisprudencia procedente de la Corte Constitucional, en 

donde no solo se da nociones del proceso de extinción de dominio, sino 

también se aclara y se dan nuevas reglas para el reconocimiento de esta 

condición.  

 

A medida que se vaya desarrollando e involucrando el tema de la extinción de 

dominio, lo más probable es que también se vayan desarrollando nuevas 

teorías y pruebas que puedan demostrar la condición de terceros de buena fe 
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exentos de culpa, sin embargo, hasta la actualidad dicha demostración se 

realizará conforme al caso concreto. Entre las pruebas más importantes están 

las declaraciones juramentadas, contratos de compraventa, arrendamiento, 

anticresis o cualquier otro negocio jurídico que sea respaldado con 

documentos, condiciones financieras, estudios realizados, en fin, todo 

elemento material probatorio que pueda demostrar esta condición.  

 

CONCLUSIONES 

 

El ordenamiento jurídico colombiano que regula el proceso de extinción de 

dominio es claro en reconocer que existe una carga dinámica de la prueba, 

sin embargo, cuando se trate de un tercero de buena fe exento de culpa, será 

el órgano administrativo del Estado el encargado de desvirtuar su proceder, 

sin que la persona pierda el poder de ejercer libremente su defensa o el 

acceso a la justicia en debida forma. 

 

Si bien legalmente existe prerrogativas para los terceros de buena fe, la misma 

debe hacerse efectiva durante el desarrollo del proceso, así como en la 

defensa que ejerza el tercero para salvaguardar el interés legítimo en su 

propiedad, haciendo claridad de que el ente acusador previamente a 

determinar medidas cautelares debería hacer un estudio más exhaustivo para 

que la persona no tenga que soportar el trámite, para finalmente ser 

desvinculado, cuando así se genere el escenario. 

 

Al tercero de buena fe exento de culpa le asisten diferentes derechos y los 

mismos deben ser garantizados en un plano de eficacia no solo de rango 

constitucional, sino que además es necesario atender y cumplir con los 

conceptos internacionales de protección, esto en el entendido de la posible 

grave afectación que se derivaría de su inobservancia en la que se podría 

llegar a incurrir por parte del Estado por dos precisiones abordadas en este 

texto: la primera, la violación al acceso a la justicia por el debido proceso legal, 



34 
 

toda vez que al imponerse una medida cautelar se afecta este derecho, y la 

restricción al derecho de la propiedad desconociendo el contenido esencial 

del mismo. 

 

Finalmente, es menester que el Estado garantice en todo el proceso el 

derecho de defensa y el debido proceso de las personas afectadas, o que se 

constituyan como terceros de buena fe exentos de culpa, por lo que, toda vez 

que al existir una protección legal y jurisprudencial a la cual se puede apelar, 

y en relación al principio de buena fe, si bien este se establece en la ley se 

debe efectivizar en el plano procesal y en cada una de las actuaciones de la 

administración de justicia con sus diferentes partes. 
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